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Introducción

La estructura y existencia de un nuevo orden jurídico, político e institucional en 
Argentina a partir de la reforma de la constitución nacional en 1994 es un temática 
que venimos abordando en diferentes trabajos (Juliá y Foa Torres, 2012; Juliá 2012, 
Juliá, 2013) los que constituyen la base sobre la cual se diseñó el curso de Post- grado 
sobre: “El nuevo orden jurídico ambiental y sus manifestaciones políticas e institu-
cionales” realizado en Villa Mercedes, San Luis, que permitió reflexionar, debatir y 
profundizar en algunos aspectos de la problemática.

El impacto que provoca en nuestro sistema jurídico la incorporación de la cláusula 
ambiental es indiscutible y con el transcurso del tiempo se ponen en evidencia cada 
vez más sus implicancias políticas e institucionales.

El nuevo orden jurídico ambiental lo abordamos como un proceso en construc-
ción donde los juristas, doctrinarios e investigadores han ido conceptualizándolo y 
conformando teorías sobre su significado. 

En la formación desarrollada en el post- grado nos aproximamos al nuevo orden 
en distintos planos y sectores del sistema jurídico, político e institucional, con lo cual 
presentamos en este trabajo parte de la propuesta presentada, resaltando ciertas te-
máticas que suponemos de interés. Es por ello, que proponemos y debatimos algunos 
aspectos de este nuevo orden planteado y no tratamos temáticas ambientales especí-
ficas como las que tratamos en el curso.

En primer término, nos interesa destacar cómo observamos el nuevo orden, cómo 
lo conceptualizamos y definimos, qué alcance y significado tiene y si lo enfocamos 
desde alguna perspectiva teórica qué aspectos deberíamos considerar.

Un segundo aspecto que vamos a presentar es la manifestación del orden jurídico 
ambiental a nivel nacional, sus expresiones, el proceso en marcha, el camino recorri-
do y su conformación. Desde el estado de situación previo, la reforma constitucional 
y el orden propuesto.

Un tercer aspecto lo conforman las expresiones del nuevo orden, los conflictos, los 
debates y diversos enfoques en su ejecución a través del tiempo.

Si bien el presente artículo no agota los contenidos que trabajamos en el curso 
y considerando que muchos aspectos del nuevo orden jurídico ambiental lo hemos 
publicado en diversos artículos, pretendemos destacar los ejes centrales de discusión 
y los desafíos que se encuentran vigentes en el sistema para su implementación jurí-
dica, política e institucional. 

1.- El nuevo orden ambiental nacional

El orden jurídico puede concebirse como “una secuencia temporalmente orde-
nada de sistemas normativos según Alchurron y Buling. Un sistema normativo es 
por lo tanto un conjunto de normas referido a un momento temporal” (Bec y Franco, 
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2010:245). Nos parece interesante incluir esta aproximación que realizan estos auto-
res que trabajan la temática ambiental sobre el orden jurídico.

Hacemos referencia a un “nuevo orden” en tanto se inserta al sistema jurídico algo 
que no estaba explícitamente regulado y comienza con su incorporación constitucio-
nal un impacto distinto dentro del sistema. 

Hacer referencia a un nuevo orden jurídico, político e institucional en materia am-
biental en Argentina significa, en principio, un doble posicionamiento: por una parte 
el concebirlo como un sistema, donde lo jurídico, político e institucional forman parte 
del mismo, conformándolo e integrándolo y donde cada aspecto se relaciona e inte-
rrelaciona con el resto del sistema. Por otro lado, implica asignarle al derecho cierto 
significado, ya que es un elemento del sistema, parte de la política ambiental, estruc-
turante y parte esencial de la gestión ambiental gubernamental.

Al mismo tiempo consideramos importante observarlo como un proceso en cons-
trucción que va configurándose con las formulaciones y ejecuciones de las políticas 
ambientales que se diseñan, los mecanismos jurídicos e institucionales que se utili-
zan y los efectos que se producen en el sistema.

Cada autor establece enfoques o perspectivas de análisis desde la cual abordar 
el nuevo orden, en este sentido, la aproximación a la problemática permite utilizar 
distintos conceptos de derecho, de sistemas jurídicos, de procesos de estructuración 
de normas, etc.

En un trabajo previo (Juliá, Foa Torres, 2012) planteamos que, siguiendo a 
Pierre Bourdieu, podemos afirmar que, desde una mirada sociológica, el derecho 
constituye una realidad social existente en dos aspectos inseparables y simultá-
neos: como discurso en tanto conjunto de proposiciones, y como espacio social 
donde se producen y negocian esos discursos. El discurso jurídico no es un sim-
ple discurso más, presente en el campo social, es discurso que goza de autoridad 
jurídica como forma por antonomasia del poder simbólico. El poder simbólico se 
presenta en palabras de Pierre Bourdieu como aquel “poder para hacer que algo, 
que previamente solo existía en un estado implícito, exista en estado objetivado, 
público y formal” (Bourdieu, 2001: 124). Es el poder propio del campo jurídico de 
objetivar ciertos enunciados a través de la codificación, de dar formas, de instituir 
y nombrar, de otorgar jerarquía y poder de coerción, de oficializar y universali-
zar. Es que entre lo más específico del espacio jurídico se halla aquel interés por 
dotar de neutralidad, universalidad y desinterés al discurso jurídico y, a través de 
ello, lograr la legitimación y consenso social sobre determinadas concepciones 
impuestas por uno u otro grupo o clase social. 

En tal sentido, la cláusula ambiental introducida por la reforma constitucional de 
1994 constituye un acto político y jurídico que, mediante la jerarquización del dere-
cho humano al ambiente sano, abrió paso a la objetivación de un nuevo orden jurídi-
co-ambiental.
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En el contexto de la reforma constitucional, si bien constituye una discusión mar-
ginal, se define en el sistema jurídico político e institucional un concepto de ambien-
te, distribuciones de competencias, derechos y deberes en materia ambiental que van 
a caracterizar la construcción del orden ambiental.

Podemos afirmar que a partir de la reforma constitucional se genera un nuevo 
escenario político en donde la dinámica de cambio, el debate y los conflictos ambien-
tales van tomando un perfil propio y central. La producción doctrinaria y jurispruden-
cial ha sido incesante en la temática ambiental en general y en la interpretación de la 
cláusula ambiental en particular. 

Así autores que trataban la temática de los recursos naturales como Valls, Pigret-
ti o las temáticas ambientales como Sabsay, di Paola, Nápoli, Cafferatta, entre otros, 
realizan sus análisis y consideraciones también autores desde la mirada constitucio-
nal interpretando al respecto autores como Quiroga Lavié, Bidart Campos, Lago, entre 
numerosos que opinan y profundizan en el tema.

En el contexto de la reforma constitucional no había consensos acerca de la pro-
blemática ambiental en el sistema, sobre la distribución de las competencias, en las 
relaciones e interrelaciones entre las jurisdicciones frente a los problemas ambienta-
les y en el propio concepto de ambiente objeto de derecho.

Este nuevo orden se expresa a partir de sus consecuencias que, como efecto cas-
cada y con el transcurrir de los años, han producido diferentes impactos tanto en las 
administraciones provinciales y en la nacional, como en los sistemas jurídicos de cada 
jurisdicción y en sus políticas. 

Estos impactos no se han traducido solamente en meras adaptaciones armónicas 
o en la creación aislada de nuevas áreas y regulaciones sino, centralmente, en el sur-
gimiento de nuevos y complejos conflictos entre niveles jurisdiccionales del Estado, o 
entre éste y el sector privado, o entre áreas de una misma jurisdicción. 

2.- El estado de situación al momento de la inserción de la cláusula ambiental

El desarrollo del derecho ambiental en los últimos cuarenta años, se conjuga con 
la historia también reciente de instituciones y formulación y ejecución de políticas 
ambientales. Nos muestra enormes desafíos jurídicos, políticos e institucionales con 
la recuperación de la democracia en 1983, teniendo en cuenta que, si bien existieron 
intentos de regulación, diseños de instituciones o expresiones políticas ambientales 
previas, no tuvieron continuidad política e institucional.

Algunos países desarrollaron sus normas generales u orgánicas en materia am-
biental y sus normativas específicas, en algunos casos, sin contar con la incorporación 
a nivel constitucional.

La incorporación de normas ambientales como leyes generales o leyes orgánicas, 
constituyó la configuración inicial de la normativa propiamente ambiental. Si bien 
en sus comienzos se establecieron principios y prohibiciones generales, de carácter 
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declarativo, con pocas sanciones, en su evolución se van complementando a través 
del tiempo.

El derecho ambiental se va conformando con una mixtura entre lo viejo y lo nuevo, 
en cada sistema jurídico se inicia un proceso de integración e interrelación entre las 
distintas jurisdicciones políticas y en el propio sistema jurídico donde se entrecruzan 
las normas de relevancia ambiental, propiamente ambientales y las de relevancia ca-
sual, de acuerdo a la clasificación que realiza Brañes (2001) sobre la legislación am-
biental.

El derecho ambiental se manifiesta en la legislación ambiental, y se lo puede defi-
nir como el conjunto de instrumentos legales que forman parte de la regulación de la 
problemática ambiental.

En una caracterización general de la legislación ambiental argentina se puede de-
cir que es numerosa, que proviene de épocas diferentes, dictada con diversos objeti-
vos y donde a partir de una legislación difusa se fue construyendo el orden jurídico 
ambiental (Juliá, 2012).

A ello debemos agregar el estado de situación a nivel nacional antes de la reforma 
constitucional cuyo panorama podríamos sintetizar a continuación:

1) �la legislación de fondo que regula temas vinculados al ambiente (civil, penal, 
minera);

2) �la legislación especial que reguló en numerosas normas, con distintos objetivos 
y en una variedad de temáticas y actividades (aire, suelo, agua, áreas naturales, 
preservación, protección de distintos recursos, entre otras) y;

3) �la incipiente legislación con objetivos ambientales.

La coexistencia de normas de relevancia ambiental en el sistema, provenientes 
de distintas épocas y dictadas con objetivos diferentes, bajo formas o modalidades 
distintas como son las leyes especiales que requieren las adhesiones de las provincias 
y otras incluidas en la legislación común, han conformado un panorama bastante di-
fuso del material normativo ambiental en el que está el sistema en el momento de la 
reforma constitucional.

Existe en ese momento incertidumbre acerca de la importancia de la regulación 
ambiental, sus relaciones con el material normativo existente, su jerarquía, alcance, etc.

En Argentina, las últimas décadas delinearon y otorgaron un perfil jurídico, insti-
tucional y administrativo a las gestiones ambientales en los distintos niveles de Go-
bierno, avanzando en numerosos aspectos desde las provincias y municipios hasta 
el reconocimiento constitucional con la reforma de 1994 a la Constitución Nacional.

El material normativo ambiental existente en el sistema político institucional, al 
momento de la reforma, se lo puede definir como extenso, diverso, donde cada juris-
dicción avanzó de acuerdo a distintas situaciones como por ejemplo:
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– � Aquellas provincias que realizaron reformas constitucionales incorporaron la 
temática ambiental en sus textos de acuerdo al momento histórico (si realiza-
ron las reformas anteriores a los noventa con un concepto de ambiente que no 
incluye el desarrollo sustentable como marco, por ejemplo).

– � Las provincias que dictaron leyes generales de ambiente formulando sus polí-
ticas ambientales y avanzando en la definición de las temáticas que integran la 
materia, instrumentos, mecanismos, entre otros.

– � El dictado de normas en temáticas ambientales sectoriales como aire, suelo, flo-
ra, fauna, agua, etc. en normas relativas a la preservación, en materia de protec-
ción de los recursos, en procesos o actividades degradantes, entre otros.

– � Las regulaciones antiguas vinculadas a los elementos que forman parte del am-
biente, actividades y acciones que hoy se consideran ambientales y que cada 
jurisdicción ha regulado y modificado a través del tiempo.

La indefinición a nivel constitucional permitió que se asumieran en forma antici-
pada las competencias legislativas en la materia a nivel provincial y municipal, pro-
ducto de las demandas de regulación de los principales problemas ambientales exis-
tentes en el territorio.

Estas nuevas normativas ambientales provinciales y municipales avanzaron des-
ordenadamente, en diferentes temáticas ambientales, asumiendo la resolución de 
problemas a su alcance.

Con posterioridad y al poco tiempo de la incorporación constitucional se plantea 
que “la nación pone las bases (contenidos mínimos) y luego las provincias comple-
mentan dichas bases con leyes locales reglamentarias que atienden las peculiarida-
des provinciales de protección ambiental” (Quiroga Lavié, 1996: 957).

En el sistema argentino la incorporación de la cláusula ambiental en la Constitu-
ción por una parte, y el dictado de las leyes de presupuestos mínimos ambientales por 
otra, han modificado el esquema jurídico-ambiental existente configurando el nuevo 
orden ambiental a nivel nacional.

En este nuevo orden a nivel nacional, se topa el sistema jurídico con las provincias 
y municipios que en sus ámbitos y competencias han generado su legislación am-
biental propia, la que deben integrar, adecuar y complementar a la de presupuestos 
mínimos nacionales y al mandato constitucional (Juliá, 2010).

La incorporación de la cláusula ambiental en la Constitución en la reforma de1994, 
se establece en el capítulo sobre “nuevos derechos” y particularmente en el art. 41, in-
corporando un concepto amplio de ambiente.

Implica “un cambio sustancial en materia de atribución de competencias en-
tre la nación y las provincias respecto del esquema constitucional anterior” (Tawil, 
1995:1291).



	 219

Marta Susana Juliá

Para algunos autores este hecho tiene tanta trascendencia que afirman que “en-
tendemos que la partida de nacimiento del derecho ambiental en nuestro país queda 
definitivamente librada (más allá de los obvios antecedentes existentes tanto a nivel 
normativo provincial como internacional) desde su recepción expresa por la constitu-
ción nacional en 1994” (Bastons, 2007: 197).

El análisis del artículo 41 requiere puntualizar distintos aspectos de su formula-
ción, tratando de seguir la secuencia establecida en el mismo, destacamos en el pri-
mer párrafo la formulación del derecho al ambiente con un criterio amplio desde el 
punto de vista de su definición.

El concepto de ambiente, su alcance y significado, es relevante en tanto va a de-
marcar los límites en la interpretación de aquello que debe considerarse ambiental 
y que no. Las posturas al respecto dan lugar a tres enfoques sobre el derecho al am-
biente: restringido, amplio y social de acuerdo a la interpretación desarrollada por 
Etchichury (2006, p. 20 y ss.) con precisión.

Es el concepto mismo de ambiente en el sistema el que va a establecer dónde em-
piezan y terminan los problemas ambientales, condicionando de esta forma toda ta-
rea posterior en materia jurídica, política e institucional.

El concepto de ambiente va a tener una trascendencia a la hora de interpretar y 
ubicar la temática ambiental tanto en el sistema jurídico, como en su aplicación en la 
gestión. La precisión conceptual, el alcance y significado asignado, nos permite afir-
mar su importancia.

En la construcción del concepto de ambiente que vamos a trabajar, si considera-
mos que el concepto de ambiente que se utilice en un sistema define un contexto de 
análisis que tendrá trascendencia jurídica (Juliá, 2008), dicha utilización pasa a con-
vertirse en el centro de nuestra atención.

Las autoridades deben gestionar para proteger el ambiente, pero no sólo se limi-
ta a ello sino que se refiere el artículo a qué aspectos se deben tener en cuenta en la 
gestión: esto es al uso racional de los recursos, la preservación del patrimonio natural 
y cultural, la diversidad biológica y la información y educación ambientales, confir-
mando el criterio amplio de interpretación que debe seguirse en el tema.

Este proveer por parte de las autoridades constituye un verdadero imperativo y se 
relaciona estrechamente con la gestión, ya que hace hincapié en un conjunto de acti-
vidades a tener en cuenta en el desarrollo de la gestiones de cada jurisdicción.

El tercer párrafo es probablemente el más conocido y debatido del artículo, ya que 
establece la distribución de competencias en materia ambiental en el sistema e in-
troduce la facultad de la Nación de dictar los presupuestos mínimos de protección 
ambiental.

Existe una importante discusión en torno al concepto, significado y alcance del 
término ‘presupuestos mínimos’ y a su vez las modalidades a tener en cuenta en las 
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leyes. El artículo 41, además de las referencias realizadas, ha modificado sustancial-
mente muchos elementos del sistema jurídico, operando cambios en distintos aspec-
tos normativos, lo que implica un efecto cascada en un conjunto de temas asociados 
del sistema.

3.- El impacto en la gestión pública principales problemas

Las provincias y municipios en sus ámbitos y competencias han generado su le-
gislación ambiental propia, la que deben integrar, adecuar y complementar a la de 
presupuestos mínimos nacionales y al mandato constitucional.

La incorporación de la cláusula ambiental en la constitución en la Reforma de 
1994 se establece en el capítulo sobre “nuevos derechos” y en esto acordamos que “el 
sentido del art. 41 está todavía en discusión, aunque esto ocurre con cualquier texto 
constitucional, aquí la novedad de la cuestión y la formulación abierta de la cláusula 
favorecen el debate. Cada interpretación puede tener una incidencia enorme en la 
vida política y económica del país. Por ello la discusión resulta animada y constante” 
(Etchichury, 2007: 17).

Hemos destacado que la definición de “lo ambiental” en la constitución, el alcan-
ce y significado de la temática va a tener una enorme trascendencia jurídica para el 
propio sistema jurídico, político e institucional y que está definiendo qué compren-
de, cuáles son los derechos y deberes, de quienes, qué temáticas está involucrando el 
concepto de ambiente, cuál es el rol de las autoridades y el mandato que se les impo-
ne, entre los principales aspectos.

La definición de competencias en materia ambiental establece una clara relación 
en el sistema sobre las atribuciones y facultades legislativas en los distintos niveles de 
gobierno (tercer párrafo del artículo 41). Los aspectos que sí quedan para el debate 
son: el concepto y alcance de presupuestos mínimos, las indefiniciones del término y 
la diversidad de interpretaciones de los autores al respecto (Juliá, 2005).

Teniendo en cuenta los importantes cambios que se han operado, las leyes de pre-
supuestos mínimos ambientales plantean algunos interrogantes, como los siguientes: 
cuál es su jerarquía en el sistema, qué relación tienen las leyes de presupuestos míni-
mos con los códigos de fondos -ya que los códigos en su relación con leyes generales 
o especiales muestran más clara su vinculación-, cómo interpretarán los jueces los 
conflictos entre normas, teniendo en cuenta que la ley general de ambiente fija un 
conjunto de principios a considerar.

Las tareas de aplicación e interpretación, como las de fiscalización y control de 
las normas ambientales son las que van delineando, en un primer momento, al-
gunos de estos interrogantes y promueven la necesidad de elaborar las respuestas 
hasta tanto se consolide el nuevo orden que defina el sistema jurídico, político e 
institucional.
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4.- Principales aspectos del proceso las leyes de presupuestos mínimos

Si observamos el proceso desarrollado en materia ambiental en Argentina a nivel 
nacional, las diferentes gestiones de gobierno posteriores a 1994 han dictado leyes de 
presupuestos mínimos haciendo uso de las atribuciones concedidos en el artículo 41 
de la Constitución Nacional.

El primer grupo de leyes sancionadas en 2002 -a pesar del momento de crisis en 
el que fueron sancionadas- tuvieron una importante repercusión y discusión en la 
doctrina jurídica ambiental en Argentina.

En este aspecto, destacamos la opinión que: “La sanción de las leyes de presu-
puestos mínimos durante los momentos de crisis vividos durante 2002, sin duda im-
plicó correr el riesgo de una perdida de trascendencia en la agenda institucional y 
política ante la percepción de problemas más urgentes y acuciantes”(Walsh, 2003:2).

Así se referencia que “en noviembre de 2002 comienza una etapa de labor legisla-
tiva tras el reconocimiento de la protección del medio ambiente. El legislador regla-
menta el alcance y contenido de la cláusula ambiental” (Maqueda, 2007:1).

Con posterioridad a la sanción de las primeras leyes (25688, 25670, 25675, 25612, 
25831) se organizaron talleres de discusión y debate acerca del contenido de las nor-
mas dictadas y del alcance del concepto de presupuestos mínimos que aparecía en las 
mencionadas leyes, cuyos resultados también se difundieron en la publicación reali-
zada por los organizadores de los encuentros de debate (FARN, 2004).

El Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA) solicitó la opinión de exper-
tos en materia de derecho ambiental, un trabajo para dilucidar la temática y se reali-
zaron informes sobre distintos aspectos vinculados al concepto de los presupuestos 
mínimos, alcance y significado y un conjunto de preguntas que se formularon desde 
el COFEMA para que los expertos contestaran. Todo ello con diferentes posiciones 
y matices conformó los informes de Rodolfo Walsh, Néstor Cafferatta, Daniel Silva y 
Amílcar Moyano. 

“Más allá de los interesantes aportes doctrinarios que se han escrito y que nos re-
fieren los antecedentes en el derecho comparado, la cuestión lejos de ser una cuestión 
de debate doctrinario o académico, habrá de ser necesariamente una construcción 
política, y en este caso coincido con la opinión del Dr. Sabsay, en cuanto a la defini-
ción, caso por caso, del alcance de los presupuestos mínimos, debería ser fruto de 
consenso entre la nación y las provincias” (Silva, 2003: 8). 

Como consecuencia de los mencionados informes y las posiciones encontradas 
sobre el alcance y significado de las leyes de presupuestos mínimos se trataron las 
temáticas en numerosas reuniones del COFEMA y hubo resoluciones haciendo refe-
rencia a la problemática.

La opinión de Rouges al respecto nos dice que “más allá que se puede coincidir 
o no con las definiciones o conceptos del COFEMA sobre cuáles deben ser las nor-
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mas de presupuestos mínimos no se debe confundir el rol que le corresponde a este 
organismo en la materia. Es el Congreso Nacional quien debe determinar cuáles son 
las leyes de presupuestos mínimos y es el Poder Judicial el máximo intérprete de su 
contenido” (Rouges, 2005:127).

Las discusiones técnicas se plantearon en el COFEMA sobre la reglamentación de 
las leyes 25670 y 25612 donde se convocaron a discutir el proyecto de reglamentación 
a técnicos y representantes de las distintas provincias, la nación y la ciudad autónoma 
de Buenos Aires, lo que culminó con recomendación y la descripción del debate de 
los problemas detectados y las dificultades para su reglamentación.

En este sentido, “para analizar las causas de la inadmisible demora de la operati-
vidad de la ley de residuos industriales y actividades de servicios, más allá de merecer 
nuestra crítica que el legislador nacional no haya aprovechado el camino andado por 
la ley de residuos peligrosos para ser considerada ley de presupuestos mínimos, me-
rece también nuestro reparo de índole constitucional parte de su articulado” (Rouges, 
125).

Las leyes dictadas con posterioridad, en otras gestiones de gobierno, se corres-
ponden con otros tipos de discusión, entre ellas la ley de bosque nativo, de quema y 
de glaciares. La ley de bosques nativos con un tratamiento mediático muy fuerte como 
presión para su sanción por parte de organizaciones no gubernamentales. La ley de 
quema que pasó prácticamente desapercibida para la doctrina y la ley de glaciares 
que también contó con un proceso de discusión, veto y reelaboración.

Esta breve descripción es a los efectos de resaltar que las principales preguntas y 
dudas aún no se han dilucidado en la temática. Cómo interpretan los jueces las leyes 
de presupuestos mínimos, si se prioriza la ley general sobre otras regulaciones como 
las civiles, penales, mineras, etc.

Las provincias se encuentran en un proceso de complementación de las leyes de 
presupuestos mínimos en algunos temas y es en materia de bosque nativo probable-
mente donde más se ha avanzado en la complementación y hoy existen conflictos po-
líticos institucionales que permiten observar el análisis, los debates y la interpretación 
de los mismos.

Producto de la implementación y complementación de las políticas fijadas a nivel 
nacional son los conflictos que se generan en cada jurisdicción y, en algunos casos, 
llevándose a instancias judiciales y administrativas. Un ejemplo de ello es la argu-
mentación de la Defensoría del Pueblo de la Nación ante el pedido de análisis de la 
ley de bosque nativo de la provincia de Córdoba 9814 y sus contradicciones con la ley 
de presupuestos mínimos. Desde el Informe Especial de la Defensoría del Pueblo de 
la Nación (en respuesta a la Solicitud de Intervención vinculada a la inconstituciona-
lidad, solicitada por la UNC), en el punto Análisis sobre la Ley 9814 de Ordenamiento 
Territorial de Bosques Nativos de la Provincia de Córdoba (pág. 8): “(…) no obstante, 
de la lectura de la ley 9814 y los decretos reglamentarios 170 y 1476 -y su compara-
ción con la ley nacional- y las consultas realizadas puede determinarse que estaría 
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incumpliendo la ley nacional en los siguientes aspectos...” (Defensoría del Pueblo de 
la Nación).

El proceso de inserción de las políticas ambientales en el sistema jurídico, polí-
tico e institucional es paulatino, progresivo y cada gestión política va incorporando 
y dinamizando las diferentes temáticas con lo que debemos observar el proceso en 
el tiempo de tal manera de percibir el impacto que produce en los territorios y en las 
actividades concretas.

Reflexiones finales

La primera instancia para observar la implementación de la temática ambiental 
y el desarrollo del nuevo orden ambiental es a nivel nacional con las leyes de presu-
puestos mínimos, las temáticas que se regulan, los mínimos que se establecen.

El proceso de ejecución de los presupuestos mínimos en el sistema jurídico, po-
lítico e institucional en Argentina se encuentra en pleno desarrollo y es importante 
seguir, por una parte, el curso que asume en los diferentes niveles jurisdiccionales 
(nación, provincias y municipios), y por otro, los significados y alcances que adquie-
ren con sus correspondientes discusiones doctrinarias y jurisprudenciales.

Cada proceso en las diferentes temáticas en las que se han dictado presupuestos 
mínimos ha seguido su propia dinámica y hemos tratado de reflejar algunos ejemplos 
de acuerdo a las diferentes gestiones y desarrollos.

Existen numerosas temáticas en las que no se han establecido los mínimos en las 
que el Congreso Nacional podría tratar y sancionar de acuerdo a la trascendencia que 
adquieran los temas y que integren la agenda política actual o futura. 
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